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INTRODUCCIÓN 
 
 
El estado colombiano ha venido generando detrimento por los malos manejos 
administrativos de sus servidores públicos. El bienestar de nuestra sociedad se 
esta viendo amenazado por unos pocos que no sienten su deber como propio 
ni tampoco ven al estado como el ente encargado del bienestar de todos sus 
asociados y de esta manera egoísta pensando en los beneficios de unos, están 
dejando cada vez mas a los colombianos sin su mayor protector. 
 
 
Debemos analizar esto como una realidad social que está perjudicando el país 
tanto a nivel nacional como internacional y se está estancando en un grado alto 
de  pobreza, donde unos pocos se benefician; mientras que la mayor parte del 
pueblo que les confía sus dineros se encuentran en las esquinas tratando de 
trabajar dignamente, por el país y por el sostenimiento de sus familias. Es 
injusto que algunas de estas  personas (servidores) no respondan  ante el 
estado y ante los ciudadanos quienes les han confiado esa labor. 
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1. SINTESIS DEL MARCO TEORICO 

 
 

Para el cumplimiento real de los postulados constitucionales, la administración 
debe erradicar el represamiento de los trámites disciplinarios, el cumplimiento 
del debido proceso en términos probatorios y legales, garantizar la práctica del 
derecho de defensa y velar por el ejercicio disciplinario como garantía de los 
derechos del interés general y del ciudadano y de la transparencia de la 
administración pública.  
 
 
Toda actuación del estado debe estar previamente señalada por una ley que le 
faculte, el servidor público, debe estar reconocido en cuanto a sus derechos y 
deberes dentro del proceso que se adelanta en su contra donde el investigador 
no solo, no los puede violar o desconocer, sino que además no puede realizar 
actuaciones que no estén previamente señalados o autorizadas, so pena de 
incurrir en faltas disciplinarias o en la nulidad de lo actuado, con el propósito de 
erradicar o por lo menos disminuir los índices de corrupción administrativa, de 
preservar la moralidad en la Administración Pública e implementar correctivos 
que contribuyan a hacer eficaz las políticas oficiales. En tal sentido, la ley exige 
no solamente a todo aspirante ocupar un cargo o empleo público sino también 
a quien viene ocupándolo, una serie de requisitos, cualidades y condiciones 
que aseguren el correcto y eficiente funcionamiento de la administración y que 
generen la legitimidad y buena imagen de sus actuaciones ante la comunidad. 
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2. OBJETIVOS 
 
 

2.1. OBJETIVO GENERAL 
 
 

Presentar un documento cuyo contenido sirva a estudiantes, profesionales y la 
ciudadanía de Pereira, como herramienta de consulta, a través de lo cual podrá 
obtener conocimiento sistemático sobre los procedimiento de tramites 
disciplinarios; ello con el fin de lograr que la ciudadanía conozca los 
mecanismos presentes en las normas. para que puedan ejercitar vigilancia y 
control sobre las actuaciones de los servidores públicos  y puedan desarrollar 
las acciones pertinentes ante las entidades de control. 

 
 
2.2. OBJETIVOS ESPECIFICOS 

 

• Abordar el contexto histórico con el fin de verificar la aplicación antecedente 
de los hechos. Ello es un referente para la  evolución continua de los 
conceptos. Un Marco jurídico aplicado, nos muestran antecedentes de 
referencia para lograr pertinencia en los nuevos modelos de normatividad. 
 

•  Evaluar la responsabilidad de los servidores públicos desde la perspectiva de 
la Constitución Política la cual ha desarrollado la Corte Constitucional, hecho 
que nos permite abordar su estudio con sentido analítico y crítico para el logro 
de comprensión y actualización en conceptos normativos.   
 

• Estudiar  las fuentes y la naturaleza jurídica del derecho disciplinario, nos 
permitirá entender los conceptos, que estructuran metodológicamente la 
formación sistemática del derecho y la capacidad de analizar de manera critica 
preceptos requeridos. 
 

• Entender la descripción de los comportamientos que afectan la buena marcha 
de la función pública en cualquiera de sus formas, lo que hace que las mismas 
disposiciones que las consagran estatuyan, también con carácter previo, los 
correctivos y sanciones aplicables a quienes incurran en aquellas. 
 

• El ejercicio final nos brindara la capacidad de entender la acción disciplinaria 
como acción pública, conocer su trámite y verificar los requerimientos para 
interponer denuncia o queja que amerite  credibilidad y esté debidamente 
motivada.  
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3. DISEÑO METODOLOGICO 

 
 

Con este trabajo haremos aportes críticos sobre el tema presentado, el cual 
será abordado de manera general, sin aplicar la ley a un determinado caso 
específico. Por ello es importante presentar unos antecedentes que nos 
permitan contextualizar el concepto disciplinario. 
 
 
De manera general presentaremos un marco constitucional que nos permita 
establecer el fundamento legal de la acción disciplinaria para nuestro país 
como estado social de derecho  y establezca  algunos aspectos esenciales de 
la ley 734 del año 2002. 
 
 
Finalmente definiremos conceptos y naturaleza de la falta disciplinaria y la 
acción disciplinaria. Para ello se construyo el documento de manera 
sistemática abordando conceptos en orden cronológico de pasado a presente. 
 
 
Así mismo, se realizo el análisis del fundamento legal del documento teniendo 
en cuenta el orden de publicación cronológica de las normas o la exposición de 
la Jurisprudencias de la corte constitucional, algunas referenciadas en pie de 
página y bibliografía. 
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4. LIMITANTES 
 

 
Este documento se construyo a partir de referencias bibliográficas y 
jurisprudenciales. La construcción del mismo no aborda investigación disciplinar o 
de campo, ni contrasta experiencias referidas o casos específicos. 
 
 
Su contexto de evaluación y aplicación está referido a nuestra Nación de manera 
exclusiva. El ámbito de aplicación de la Ley y el acatamiento de la jurisprudencia 
de las altas Cortes son territorialmente aplicadas a la Republica de Colombia. 
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5. RESEÑA HISTORICA 
 
 

El Diccionario de la real Academia Española, define la disciplina como  elemento 
necesario en toda comunidad organizada, factor esencial de su funcionamiento; 
presupuesto y requisito de su operatividad y eficacia, todo lo cual explica la 
existencia de regímenes disciplinarios tanto en las instituciones públicas como en 
las privadas”. 
 
 
En el Siglo XVIII el modelo Romano, desempeño un doble papel; bajo la 
apariencia republicana era la institución misma de la libertad; bajo su faz militar, 
era el esquema ideal de la disciplina.   
 
 
El espacio escolar se desplegó y comenzó a definir la gran forma de distribución 
de los individuos en el orden escolar.  El espacio escolar era como una máquina 
de aprender, pero también de vigilar, jerarquizar, y  recompensar.  Cada uno de 
los alumnos tenía un lugar determinado y ninguno podía abandonar ni cambiar su 
puesto, el alumno debía garantizar obediencia y realizar sus funciones 
encargadas.  El maestro debía indicar la postura que debían adoptar los alumnos 
al escribir, y como debían distribuir su tiempo. 
 
 
Es ese tiempo disciplinario el que se imponía poco a poco a la práctica 
pedagógica, especializando el tiempo de formación y separándolo del tiempo1 
adulto, del tiempo del oficio adquirido; determinando programas que deben 
desarrollarse cada uno durante una fase determinada y que implican ejercicio de 
dificultad creciente; calificando a los individuos según la manera que han recorrido 
estas series. 
 
 
Durante el Siglo XIX la prisión se convertía en una pieza esencial en el aparato 
judicial ya que era la forma más inmediata y civilizada de castigar las penas. La 
prisión debió ser un aparato disciplinario exhaustivo en varios sentidos: Debía 
ocuparse de todos los aspectos del individuo, de su educación física, de su aptitud 
para el trabajo, de su conducta cotidiana, de su actitud moral, de sus 
disposiciones; la prisión, mucho más que la escuela, el taller o el ejército, que 
implican siempre cierta especialización, es “omnidisciplinaria”. 
 

 
1 FOUCALT, M. Vigilar y Castigar. Editorial Siglo XXI. Bogotá 1984, P. 8 
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Ya en el Siglo XX en nuestro país los primeros decretos que establecieron y 
reglamentaron la responsabilidad disciplinaria, las sanciones, prohibiciones, 
inhabilidades e incompatibilidades, y todo lo concerniente a las funciones de los 
funcionarios públicos en Colombia, se relacionaran a continuación.  
 
 
Siempre se ha considerado importante para la cultura jurídica de los pueblos, la 
conservación de la memoria de sus leyes, cualquiera que sea la temática de que 
se ocupen por múltiples razones.  Entre otras, porque es la primera vez que en el 
país se legisla sobre un Código Disciplinario, hasta el punto que parece ser, en 
concepto de profundos conocedores de la materia, como el profesor argentino 
Zaffaroni, que el nuestro fue el primer Código Disciplinario de América Latina.  
 
 
Así la expedición de esta ley, constituye un hito jurídico en el proceso de 
normalización de las relaciones de los servidores públicos con el Estado en lo 
atinente  a la disciplina, ejercicio y acatamiento de los derechos, los deberes, las 
prohibiciones, inhabilidad e incompatibilidades que deben observar para el debido 
cumplimiento de los fines del Estado previstos entre otros en el artículo 2º  de la 
Constitución política de 1991. 

 
 

El doctor Carlos Gustavo Arrieta, ex Procurador General de la Nación por ese 
entonces y quien tuvo intervención en los debates que se dieron en todos los 
aspectos relacionados con el Ministerio Público en el seno de Asamblea 
Constituyente y consiente de las nuevas responsabilidades y retos que entrañaba 
la nueva Constitución, convocó a los procuradores con el propósito de elaborar 
dos proyectos de ley: Uno para modificar y ajustar a los contenidos de la 
Constitución Política, la estructura, organización y competencia de la Procuraduría 
General de la Nación, establecidas en la ley 4ª de 1990, y el otro para darle al país 
un estatuto unificador de los diferentes regímenes disciplinarios vigentes para la 
época, partiendo de las novedosas atribuciones dadas por el constituyente a la 
procuraduría en el ejercicio preferente del poder disciplinario externo y a las 
demás entidades y organismos del estado, el ejercicio del control disciplinario 
interno. 
 
 
Estas reuniones tuvieron inicio hacia el mes de Agosto de 1991 y se prolongaron 
hasta mediados de Octubre, cuando se entregaron al señor procurador los 
respectivos proyectos para consideración. De aquí en adelante se dio un largo 
trajinar que duro cuatro (4) años de concepción, hasta el momento en que se 
convirtió en ley de la republica la ley 200 de 1995. 
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Por último, después de tantos reparos y modificaciones el proyecto y la ponencia 
para el segundo debate, se publicó en la gaceta del Congreso número 161, del 
jueves 15 de Junio y en plenarias de Senado y Cámara el viernes 16 de Junio de 
1995, recibió finalmente su aprobación. Por último el proyecto fue sancionado por 
el Ministerio del Interior, delegatorio de funciones presidenciales, Dr. Horacio 
Serpa Uribe y se público en el Diario oficial número 41.946 del 31 de Julio de 
1995. 

 
 

5.1. RESEÑA HISTÓRICA JURÍDICA SOBRE EL RÉGIMEN DISCIPLINARIO 
DEL SERVIDOR PÚBLICO EN COLOMBIA  

 
 
“Esta reseña histórico – jurídico sobre el régimen disciplinario del servidor público, 
se hizo a partir de la ley 165 de 1938, la cual constituye el primer estatuto legal de 
carrera administrativa en Colombia. 
 
 
La ley 165 de 1938 señalo en su artículo 2º, entre los derechos que se reconocían 
a los empleados, el de no ser removidos del cargo que desempeñaban sino por 
falta de los deberes y mediante procedimiento en que fueran oídos. 
 
 
El Decreto 2091 de Octubre 30 de 1939 – Decreto de carácter reglamentario, 
establece el deber de poner en conocimiento de los ministros y jefes de 
departamentos administrativos, los hechos de mala conducta o incompetencia de 
los empleados, solicitándoles el levantamiento del informativo correspondiente. 
El empleado, una vez inscrito en el escalafón administrativo, tenía derecho a no 
ser removido del cargo que desempeñaba, sino por incumplimiento de los deberes 
y mediante el procedimiento pertinente. 
 
 
Decreto 358 de Febrero 21 de 1940. Este Decreto con fuerza de ley, modifica la 
composición del Consejo Nacional de Administración y Disciplina establecida en la 
ley 165 de 1938. 
 
 
Según el artículo 1º del comentado Decreto el Consejo Nacional de Administración 
y Disciplina, quedaría integrado por tres (3) miembros nombrados por el gobierno, 
así: Dos de ellos de su libre elección y uno de ternas presentadas por organismos 
de empleados legalmente constituidos. 
 
 
Así mismos los Consejos Departamentales de Administración y Disciplina, 
quedarían integrado por tres (3) miembros nombrados por el gobernador del 
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respectivo Departamento de acuerdo con lo estatuido en el Art. 1º para el Consejo 
Nacional. 
 
 
Decreto 1192 de Junio 11 de 1940 – este Decreto de carácter reglamentario, 
señalo en su artículo 3º que los datos que debía suministrar el empleado para la 
tarjeta personal y la hoja individual, se consideraban estrictamente confidenciales. 
La información falsa dada sobre el particular por el funcionario, sería calificada 
como una falta a sus deberes. 
 
 
La ley 9ª de 1958, la ley 19 de 1958, aprobada durante el gobierno de Alberto 
Lleras Camargo, determinó en su artículo 7º que debía reformarse el Código de 
Régimen Político y Municipal, con el fin de establecer las entidades y servicios 
públicos nacionales cuyos funcionarios quedarían regulados por los deberes y 
derechos comprendidos por el servicio civil. 
 
 
Según artículo 10º de la ley debía adicionarse y reformarse lo estatuido en la ley 
165 de 1938, con el objeto de expedir un estatuto completo que regulara, entre 
otras materias, el régimen disciplinario de los funcionarios de carrera. 
 
 
Decreto 1679 de Julio 18 de 1960. Este Decreto expedido con base en las 
facultades extraordinarias de la ley 19 de 1958, señaló una de las funciones de la 
Comisión Nacional del Servicio Civil, conocer de las sanciones disciplinarias que 
fueran impuestas a empleados de la carrera administrativa. 
 
 
Decreto 1732 de Julio 18 de 1960. Según articulo 33 el citado decreto 
extraordinario, las comisiones de personal de los organismos debían tener 
conocimiento de las sanciones disciplinarias que se impusieran a los funcionarios 
de carrera. 
 
 
Su artículo 68 determino que los directores de los organismos debían observar 
permanentemente el rendimiento, la calidad de trabajo y el comportamiento de sus 
empleados, para que sus servicios fueran objeto de calificación o evaluación 
semestral o anual. 

 
 

Decreto 464 de 1967. Este Decreto reglamenta los artículos 32, 33 y 68 del 
Decreto Extraordinario 1732 de 1960. Importantes tareas se asignaron a las 
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comisiones de personal en lo referente a reclutamiento y selección de personal, 
ascensos, clasificación, remuneración y adiestramiento.2 
 
 
Decreto 728 de 1968. Este Decreto con fuerza de ley, expedido durante la 
administración del Doctor Carlos Lleras Restrepo, que creo en Consejo Superior 
del Servicio Civil en sustitución de la Comisión Nacional del Servicio Civil, 
denominada también Comisión de Reclutamiento, ascensos y disciplina, señalo a 
dicho Consejo la función de colaborar en la preparación de los reglamentos de las 
carreras civiles normas disciplinarias. 
 
 
Los Decretos extraordinarios 2400 y 3074 de 1968, con base en las facultades 
extraordinarias concedidas al Presidente de la República en la ley 65 de 1967, el 
gobierno presidido por Carlos Lleras Restrepo, expidió los decretos 2400 y 3074 
de 1968. 
 
 
Los artículos del 6º al 10º del decreto 2400 de 1968 regulan los deberes, derechos 
y prohibiciones de los funcionarios, los cuales son objeto de comentario y están 
aun vigentes. 

 
 

Los artículos 11º al 14º del citado Decreto, hacen relación al régimen disciplinario, 
los cuales fueron derogados por la ley 13 de 1984. 
 
 
Aquellas disposiciones fueron reglamentadas por el Decreto 1950 de 1973 (arts. 
130 a 167). 
 
 
El decreto 2400 determina cinco clases de sanciones disciplinarias. 
 
 
Decreto 116 de Enero 24 de 1973. Contemplo situaciones tendientes a hacer 
efectivas algunas inhabilidades. Señalo que en adelante, toda gestión e 
intervención que a titulo o en representación de terceros adelantaran los 
particulares ante los Ministerios, Departamentos Administrativos, 
Superintendencias, Establecimientos Públicos y Empresas Industriales y 
Comerciales del Estado, debía hacerse por escrito. 
 

 
2 MARMOLEJO ESPITIA, Oscar Humberto. Ley 734 de 2002. Colección de Códigos Brevis. Régimen 
Disciplinario de los Servidores Públicos Conforme con la ley 734 de 2002. Editorial Leyer. Cuarta Edición. 
Bogota D.C. Febrero del 2002. 
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Los funcionarios que admitieran la intervención de personas afectadas por 
régimen de incompatibilidades, serian sancionados como responsables de 
violación a la ley. 
 
 
Otros Decretos que también regularon la responsabilidad disciplinaria en Colombia 
fueron el Decreto Reglamentario 1950 de 1973 artículos 130 a 167 reglamenta el 
régimen disciplinario a que hace relación los artículos 11 al 14 del decreto 2400 de 
1968. 
 
 
El Decreto 2447 de Noviembre 15 de 1975, decreto 2492 de Noviembre 21 de 
1975 en este se dictaron normas sobre régimen disciplinario y señalaron faltas 
disciplinarias graves que daban lugar a la sanción de destitución. 
 
 
Los Decretos 528 y 2132 de 1976, Decreto 2791 de Noviembre 9 de 1979 este 
asigno funciones en el campo de la moralidad administrativa a uno de los 
consejeros presidenciales, se cuidaba la conducta de quienes prestaban sus 
servicios en la Rama ejecutiva del poder publico, siempre que se tratara de 
actuaciones oficiales. 

 
 

Decreto 2933 de Octubre 20 de 1981, asigno funciones a los jefes de personal de 
las entidades oficiales en el orden Nacional. 
 
 
La ley 13 de 1984 dio normas que regularon la administración de personal civil y 
demás servidores que prestan sus servicios en la rama ejecutiva del poder publico 
en lo nacional y dicto disposiciones sobre el régimen de carrera administrativa. 
 
 
Decreto reglamentario 482 de Febrero 19 de 1985, reglamento el régimen 
disciplinario consagrado en la ley 13 de 1984; este se aplica a los empleados que 
desempeñaban cargos de libre nombramiento y remoción o de carrera en la 
Presidencia de la República, Departamentos Administrativos, las 
Superintendencias, las Unidades Administrativas, los Establecimientos Públicos, 
las Empresas industriales y comerciales del Estado y las Sociedades de Economía 
Mixta, con tratamiento de empresas del orden Nacional. 
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6.  MARCO CONSTITUCIONAL DEL REGIMEN DISCIPLINARIO EN 

COLOMBIA 
 
 
Colombia es un Estado Social de Derecho, esto significa la supremacía jurídica de 
las instituciones. Toda actuación del Estado debe estar previamente señalada por 
una ley que le faculte. En materia disciplinaria, vemos como el servidor público 
implicado, investigado o disciplinado, debe estar reconocido en cuanto a sus 
derechos y deberes dentro del proceso que se adelanta en su contra donde el 
investigador no solo no los puede violar o desconocer, sino que además no puede 
realizar actuaciones que no estén previamente señalados o autorizados, so pena 
de incurrir en faltas disciplinarias o en la nulidad de lo actuado. 
 
 
Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, deben recibir la misma 
protección y trato de las autoridades y gozar de los mismos derechos, libertades y 
oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen 
nacional o familiar, lengua o religión, opinión pública o filosófica. (Artículo 13 de la 
CN). 
 
 
El trabajo es un derecho y una obligación social y goza en todas sus modalidades 
de la especial protección del estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en 
condiciones dignas y justas. (Artículo 25 de la CN) 
 
 
El concepto de trabajo formulado en la Constitución queda vinculado no solo a los 
procesos productivos de bienes y servicios sino que, dentro de la aceptación como 
un derecho, se incluye otras modalidades como es el trabajo científico, cultural e 
intelectual. El trabajo es visto desde un contenido ético, no como una obligación, 
sino como un derecho de gran importancia para el ser humano porque le da un 
profundo sentido a la vida de las personas y propicia la convivencia social. Es por 
ello que el servidor público se encuentra ampliamente protegido en su labor, 
siendo el Régimen disciplinario una de las herramientas que permiten garantizar 
este derecho fundamental. 
 
 
El artículo 26 de la C.N.,  es de gran importancia en el ejercicio del derecho 
disciplinario, ya que se había convertido de común ocurrencia que el servidor 
público ya sea por necesidad, por considerarlo como algo inocuo o valedero, 
presentara documentación falsa, acreditando títulos o requisitos que no posee 
pero que son indispensables para ocupar un cargo público. 
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Antes de la anterior Ley de Carrera Administrativa, ley 27 de 1992, para nadie es 
desconocido que el acceso al cargo público se hacia en forma desorganizada e 
irresponsable, no existían exigencias al momento de ocupar un empleo público, y 
si las había en la mayoría de las condiciones se desconocía porque solo bastaba 
la referencia política. Este es un hecho que no puede desconocerse, pues es así 
que la misma Constitución en su artículo 125, inciso último, señala que en ningún 
caso la filiación política de los ciudadanos podrá determinar su nombramiento para 
un empleo de carrera, su ascenso o remoción. 
 
 
Esta es una de las causas para que la administración y el servidor público sean 
vistos como unos entes, como un ejemplo de la ineficiencia e ineficacia, porque 
era normal que personas no idónea, hasta sin el mínimo de preparación, ocuparan 
cargos de responsabilidad y alta dirección. 
 
 
Como desarrollo a esta disposición constitucional el Congreso de la Republica 
expidió la Ley 190 de 1995 (Estatuto de Anticorrupción), habida cuenta de esos 
postulados y principios constitucionales y con el propósito de erradicar o por lo 
menos disminuir los índices de corrupción administrativa, de preservar la 
moralidad en la Administración Pública e implementar correctivos que contribuyan 
a hacer eficaz las políticas oficiales. En tal sentido, la ley exige no solamente a 
todo aspirante ocupar un cargo o empleo público sino también a quien viene 
ocupándolo, una serie de requisitos, cualidades y condiciones que aseguren el 
correcto y eficiente funcionamiento de la administración y que generen la 
legitimidad y buena imagen de sus actuaciones ante la comunidad. 
 
 
El título primero de la ley en comento se orienta a la conformación de un sistema 
de control sobre el reclutamiento de los servidores públicos para lo cual se exige a 
los aspirantes a ocupar cargo o empleo público, el diligenciamiento del forman 
único de la hoja de vida, en la que se deben consignar entre otros datos de la 
información académica, indicando los años de estudio cursados en los distintos 
niveles de educación, los títulos y certificados obtenidos, la experiencia laboral que 
implique una inhabilidad o incompatibilidad de orden constitucional o legal para 
ocupar el empleo o cargo al que aspira. Pero esta obligación no solo comprende a 
las personas naturales que aspiran ocupar un cargo o empleo público o celebrar 
un contrato de prestación de servicios, sino también, a las personas nacionales 
que ocupan cargos o empleos públicos. 
 
 
De ahí que la autoridad competente esta facultada legalmente para exigir la 
actualización de las hojas de vida a quienes vienen ocupando cargos públicos. 
El artículo 5º de la misma ley, señala que en caso de haberse producido un 
nombramiento posesión del cargo o empleo público, sin el cumplimiento de los 
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requisitos para el ejercicio del cargo se procederá a solicitar su revocación 
inmediatamente se advierta la infracción. Cuando se observe que se ocultó 
información o se aportó documentación falsa para sustentar los datos 
suministrados en la hoja de vida, el responsable quedará inhabilitado para ejercer 
funciones públicas por tres años, sin perjuicio de la responsabilidad penal o 
disciplinaria a que haya lugar. 
 
 
Por su parte la Corte Constitucional, frente al artículo 26 de la Carta Política, ha 
manifestado lo siguiente: 
 
 
“…Ahora bien, los derechos fundamentales y dentro de ellos el derecho a escoger 
profesión u oficio, cuenta con limites internos y externos. Son limites internos 
aquellos que señalan fronteras del derecho como tal y conforman su propia 
definición, son limites externos los establecidos expresamente o implícitamente 
por el propio texto constitucional, para defender otros bienes o derechos 
protegidos expresamente por la carta”. 
 
 
En primer lugar en la Constitución vigente, las limitaciones a este derecho tienen 
reserva de ley. Así el legislador esta expresamente autorizado para intervenir en el 
ejercicio del derecho fundamental de escoger profesión u oficio, pero dadas las 
garantías de igualdad y libertad que protegen este derecho, las limitaciones 
establecidas por el legislador deben estar enmarcadas en parámetro concretos, so 
pena de vulnerar el llamado “Límite de los límites”, vale decir el contenido esencial 
del derecho que estudia. 
 
 
En segundo lugar, la vigencia de títulos de idoneidad esta limitada en primera 
instancia a las profesiones u oficios que exijan realmente estudios académicos, así 
como por los alcances de la tarea de realizar y el interés concreto que se pretenda 
proteger. 
 
 
Dichos títulos deben estar directamente enmarcados a certificar la cualificación del 
sujeto para ejercer la tarea. Así, las normas que regulen tal cualificación no 
pueden establecer vigencias que superen los requisitos que en la práctica se 
requieren para proteger los derechos de otras personas. 
 
 
Cuando la reglamentación del derecho lo somete a requisitos innecesarios o lo 
condiciona más allá de lo razonable o disminuye las garantías necesarias para su 
protección se estará frente a una clara violación del contenido esencial del 
derecho. Los títulos de idoneidad se requieren, entonces, con la forma técnica o 
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intelectual exigida por la ley.  En este sentido, para que sea legítima la 
reglamentación del derecho, es necesario que sea clara y objetiva la exigencia de 
cualificación que impone la protección del interés general. En tal virtud, los títulos 
de idoneidad y las tarjetas y licencias profesionales destinadas a controlar el 
ejercicio de la profesión constituyen la excepción que no puede desconocer los 
principios de la Carta de 1991. 
 
 
En conclusión, la intervención del estado en el derecho fundamental consagrado 
en el artículo 26 de la Carta debe respetar la garantía general, desigualdad y de 
libertad que conforman su contenido esencial. La reglamentación de una profesión 
no puede favorecer implícitamente o explícitamente discriminaciones injustas, 
fundadas en distinciones artificiosas entre trabajo manual o trabajo intelectual o 
entre oficios y profesiones, todo trabajo ilícito dignifica y enaltece la persona 
humana. 
 
 
A diferencia de lo que puede inferirse del artículo 39 de la Carta de 1886, la 
Constitución vigente señala que la ley podrá exigir títulos de idoneidad no solo 
para el ejercicio de las profesiones sino para el ejercicio de los oficios.  
Igualmente, cualquier actividad que se clasifica como profesional y las 
ocupaciones, artes y oficios que exijan formación académica o impliquen riesgo 
social pueden ser objeto de inspección o vigilancia, solo las ocupaciones, artes y 
oficios que no exijan formación académica y que no impliquen riesgo social, son 
de libre ejercicio en el territorio nacional. (Artículo 26 de la C.N.). 
 
 
La diferencia entre profesión u oficio no radica ya en la mayor o menor formación 
académica, ni en la necesidad de una especial cualificación técnica, pues la propia 
carta señala que cualquier ocupación, arte u oficio puede requerir de dicha 
formación. De otra parte, queda expresamente consagrada la facultad de exigir 
títulos de idoneidad, así como inspeccionar y vigilar tanto las profesiones como los 
oficios, artes y actividades en general que requieran para su ejercicio formación 
académica o que impliquen un riesgo social. 
 
 
Para comenzar, “la ley podrá exigir títulos de idoneidad” ya que él título expedido 
de conformidad con la propia ley que lo exige es la prueba en principio, de la 
sapiencia de dueño, o al menos, de que este cursó unos estudios. Dicho en 
términos más sencillos, el título legalmente expedido, prueba la formación 
académica y la facultad del legislador para exigirlo no resulta de razonamientos, 
sino del texto inequívoco de la norma constitucional. 
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Colombia como Estado de Derecho se caracteriza porque todas sus  
competencias son regladas por el estado de derecho, se entiende éste como el 
sistema de principios y reglas procesales por los cuales se crea y perfecciona el 
ordenamiento jurídico, se controla y limita el poder estatal y se protegen y realizan 
los derechos de las personas por disposición de una norma. 
 
 
La Corte Constitucional3 ha manifestado su posición en los siguientes términos: 
 
 
“Todo proceso consiste en el desarrollo de particulares relaciones jurídicas entre el 
órgano sancionador y el procesado o demandado, para buscar efectividad del 
derecho material y las garantías debidas a las personas que en el intervienen. La 
situación conflictiva que surge de cualquier tipo de proceso exige una regulación 
jurídica y una libertad de poderes estatales, así como un respeto de los derechos y 
obligaciones de los individuos o partes procésales 
 
 
La verdad no se ha de investigar a cualquier precio sino protegiendo a la persona 
en su dignidad, su personalidad y su desarrollo, es por ello que existe una 
estrecha relación entre el derecho procesal y el derecho constitucional. 
 
 
Toda infracción merecedora de reproche punitivo tiene una misma naturaleza, 
como idénticas son las consecuencias, no obstante que provenga de autoridad 
administrativa o jurisdiccional o que tenga origen en las diferencias formales de los 
trámites rituales.  Por lo tanto, los principios que rigen todo procedimiento deben 
necesariamente hacerse extensivos a todas las disciplinas sancionatorias en las 
que no ha existido un desarrollo doctrinal en esta materia. 
 
 
El proceso moderno se caracteriza por una progresiva y paulatina ampliación de 
los derechos de defensa. Por esta razón, las constituciones contemporáneas 
consagran en sus textos disposiciones especificas para la protección de esta 
garantía jurídica-procesal.” 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
3 MARTINEZ, Caballero Alejandro, Sentencia T-52 del 19 de Septiembre de 1992. Corte Constitucional. 
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7. NATURALEZA DEL DERECHO DISCIPLINARIO 
 

 
Dentro del desarrollo doctrinal, jurisprudencial y legal se han sostenido varias 
teorías, donde se ha argumentado que el derecho disciplinario es un derecho 
penal administrativo, o un derecho netamente administrativo, otros han 
considerado la idea de llamarlo derecho administrativo penal o derecho 
sancionatorio administrativo. 

 
 

7.1. NATURALEZA DE LA FUNCION DISCIPLINARIA 
 
 

La naturaleza de la función, y por tanto del proceso así como de los actos que 
dentro de él se expiden, curiosamente varía según el titular que ejerza la función 
disciplinaria. 
  
 
7.2. NATURALEZA ADMINISTRATIVA 

 
 

Si la función disciplinaria la ejerce la Procuraduría General de la Nación respecto 
de todas las personas que cumplan funciones públicas; cada entidad pública a 
través de las dependencias especializadas o por conducto de los superiores 
inmediatos o mediatos del implicado, según el caso; o, los superiores jerárquicos 
de los empleados judiciales, el proceso disciplinario tiene naturaleza administrativa 
y los actos que en él se profieran tienen esa misma característica. 

 
 

En la Sentencia C-195 del 20 de Mayo de 1993, al reiterar, como lo hace el 
artículo 29 de la Constitución, que el debido proceso se aplica tanto a las 
actuaciones judiciales como administrativas, la Corte Constitucional señaló que la 
actuación disciplinaria tiene carácter administrativo4. Igualmente, en la Sentencia 
T-438 del 4 de octubre de 1994 la Corte concluyó acerca de la naturaleza 
administrativa de las resoluciones preferidas por la Procuraduría General de la 
Nación, contra las cuales, dijo, proceden las acciones contencioso administrativas 
e inclusive la acción de tutela, como mecanismo transitorio. Finalmente, en la 
sentencia C-095 del 18 de Marzo de 1998, la Corte destacó la naturaleza 

 
4 Corte Constitucional, Sala Plena: Sentencia Nº C-195 del 20 de mayo de 1993. Dr. Alejandro Martínez 
Caballero. ref.: Demanda Nº D-208. Norma Acusada: Artículos 164, 181 y 204 del Decreto Ley Nº 100 de 
1988. 
 



22 

 

administrativa del procedimiento disciplinario especial previsto en el Código 
Disciplinario Único, contendido en la ley 200 de 1995, y la aplicabilidad de las 
normas contenidas en el Código Contencioso Administrativo5. 
 
 
En la teoría del proceso, la institución de los impedimentos y de las recusaciones 
constituyen una garantía para quien acude ante la administración de justicia o para 
la persona que, en un momento determinado, en calidad de demandante o 
demandado o es sujeto de una investigación o juzgamiento penal o disciplinario. 
Por ende, lejos de vulnerar el derecho de defensa o el debido proceso, estamos 
en presencia de un mecanismo que protege el ejercicio de los mismos. Al 
respecto, el artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
dispone: 
 
 
“Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un 
plazo razonable, por un juez o tribunal competente independiente e imparcial 
establecido con anterioridad por la ley...”. 
 
 
Por su parte, el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
reza: 
 
 
“Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas 
garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial...”. 
 
 
De tal suerte que la regulación procesal de los impedimentos y las recusaciones 
cuenta con un claro fundamento en el derecho internacional de los derechos 
humanos y en la Constitución. En tal sentido, en Sentencia C-573 de 1998 la Corte 
consideró que: 
 
 
“El propósito de las instituciones procesales de impedimentos y recusaciones 
consiste en asegurar la imparcialidad del juez, quien debe marginarse del proceso 
del cual viene conociendo cuando se configura, en su caso específico, alguna de 
las causas taxativamente señaladas en la ley. Esa imparcialidad se asegura 
cuando se deja en cabeza de funcionarios distintos —el que siga en turno al que 
se declara impedido o es recusado, o el del lugar más cercano, según la 
circunstancia (CPP, Art. 105), o los otros miembros de la Sala o corporación en el 
caso de jueces colegiados— la definición acerca de si deben prosperar el 

 
5 Corte Constitucional, Sala Plena. Sentencia C-095 del 18 de marzo de 1998. M.P. Dr. Hernando Herrera 
Vergara. Ref. Exp. D-1804 Ley 200 de 1995. Actor Miguel Arcángel Villalobos Chavarro. 
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impedimento invocado por el juez o la recusación presentada contra él. No estima 
la Corte que tal disposición —se repite que en lo relativo a recusaciones contra 
quien debe desatar la controversia que de lugar al incidente— vulnere el derecho 
a la igualdad entre las parte, por cuanto el incidente de recusación no dirime un 
conflicto entre ellas sino que resuelve acerca de la situación del juez dentro del 
proceso, justamente para garantizar su imparcialidad. No hay, por tanto, hipótesis 
susceptibles de comparación que permitan suponer que se discrimina o prefiere a 
alguna de las partes”. 
 
 
7.2.1. Naturaleza jurisdiccional del proceso disciplinario cuando se adelanta 

por el consejo superior de la judicatura 
 
 
Si el proceso disciplinario lo adelanta el Consejo Superior de la Judicatura 
respecto de los funcionarios judiciales que carecen de fuero constitucional de 
investigación y juzgamiento disciplinario, el proceso adquiere naturaleza 
jurisdiccional y los actos que en él se profieran tienen el carácter de providencias 
judiciales. Así lo señaló en una primera oportunidad la Corte Constitucional en la 
Sentencia C-417 del 4 de octubre de 1993 6. 

 
 

 Por su parte, los incisos segundo y tercero del artículo 111 de la Ley 270, 
Estatutaria de la Administración de Justicia, señaló que las decisiones 
disciplinarias del Consejo Superior de la Judicatura son actos jurisdiccionales. 
La norma dice lo siguiente: 
 
 
“Artículo 111… 
“Las providencias que en materia disciplinaria se dicten en relación con 
funcionarios judiciales son actos jurisdiccionales no susceptibles de acción 
contenciosa administrativa.  “Toda decisión disciplinaria de mérito, contra la cual 
no proceda ningún recurso, adquiere la fuerza de cosa juzgada”. 
 
 
Al revisar la constitucionalidad de este artículo, en la sentencia C-037 del 5 de 
febrero de 1996, la Corte Constitucional reiteró igualmente lo expuesto en la 
Sentencia C-417 del 4 de octubre de 1993, por encontrar que en dicha norma se 
recogen las consideraciones planteadas en su jurisprudencia, razón por la cual la 
declaró exequible. 
 

 
6 Corte Constitucional, Sala Plena Sentencia Nº C-417 del 4 de octubre de 1998 M.P Dr. José Gregorio 
Hernández Galindo. Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 51 del Decreto 1888 de 1989 Actor. 
Edgar Eduardo Cortez Prieto. 



24 

 

 
7.2.2. Naturaleza jurisdiccional del proceso disciplinario que adelante la 

corte  suprema de justicia o el consejo de estado respecto del 
procurador general de la nación 

 
 

Si el proceso disciplinario lo adelanta la Corte Suprema de Justicia o el Consejo de 
Estado respecto del Procurador General de la Nación, el proceso también tiene la 
naturaleza de jurisdiccional y los actos que en él se profieran tienen el carácter de 
providencias judiciales. Así lo indicó la Corte Constitucional en la Sentencia C-594 
del 6 de noviembre de 1996 7. 

 
 

7.2.3. Naturaleza jurisdiccional del proceso disciplinario que adelante  el 
congreso de la republica contra los funcionarios que gozan de fuero 
constitucional  

 
 

Si la función disciplinaria la ejerce el Congreso de la República respecto de los 
funcionarios públicos con fuero constitucional, esto es, el Presidente de la 
República, los magistrados de las altas Cortes y el Fiscal General de la Nación, 
ella se subsume dentro de la función judicial que le corresponde cumplir de 
conformidad con lo previsto en los artículos 116, 174 y 178 de la Constitución 
Política por conducto del Senado y la Cámara de Representantes. 
 
 
Empero, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6º de la Ley 5º de 1992, 
que contiene el reglamento del Congreso y de cada una de sus Cámaras, dicha 
función judicial tiene por objeto deducir responsabilidad política. 
 
En consecuencia, la finalidad del proceso jurisdiccional disciplinario que adelanta 
el Congreso de la República tiene esa finalidad, lo cual indica que el proceso tiene 
naturaleza jurisdiccional pero de carácter especial, dada la finalidad política que él 
persigue. 
 
Los artículos 13 y 178 de la ley 270 de 1996. Estatuaria de la Administración de 
Justicia, al determinar que corresponde al Congreso de la República, ejercer 
función jurisdiccional, con motivo de las acusaciones y faltas disciplinarias que se 
formulen contra el Presidente de la República o quien haga sus veces, contra los 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, de la corte 
Constitucional, del Consejo Superior de la Judicatura y el Fiscal General de la 

 
7 Corte Constitucional Sala Plena: Sentencia C-594 del 6 de noviembre de 1996 M.P. Dr. Eduardo Cifuentes 
Muñoz Ref. Exp. D-1295. Actor: Esperanza Espinoza Muñoz. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 
66 de la Ley 200 de 1995 “Por la cual se adopta el Código Disciplinario Único”. 
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Nación, aunque hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos, señala la 
naturaleza jurisdiccional del proceso disciplinario que se adelanta contra tales 
funcionarios. 

 
 

El artículo 171 del Código Disciplinario Único al determinar que los altos 
funcionarios de la Rama Judicial del Poder Público, en materia disciplinaria están 
sujetos al régimen disciplinario previsto en los artículos 174, 175 y 178 de la 
Constitución Política, para lo cual el Congreso de la República adelantará el 
procedimiento correspondiente de conformidad en lo dispuesto por las normas 
especiales del presente capítulo y las generales como disposiciones 
complementarias, señala igualmente que tal proceso tiene carácter jurisdiccional. 

 
 

7.3. COMENTARIOS A LA LEY 734 DEL AÑO 2002 
 
 
En esta ley se resaltan algunos temas los cuales se pueden considerar como 
innovadores y especialmente acordes, actualizados de acuerdo con las nuevas 
necesidades que requiere y demanda el régimen disciplinario. 
 
 
El desprestigio que fue adquiriendo la Ley 200 de 1995 desemboco en el proyecto 
de nuevo estatuto disciplinario que se presento ante el congreso el cual fue 
convertido, el  5 de febrero, en la ley 734 de 2002. 
 
 
El congreso aprobó la ley 734 de 2002, a través de la cual se expide un nuevo 
Código Disciplinario Único, derogando, en consecuencia, la ley 200 de 1995. 

 
 

En el artículo 30 de la nueva codificación, en lo inherente a la prescripción, agrega 
algunas conductas que eleva la prescripción a doce (12) años8. 
 
 
Se profundiza en lo inherente a las investigaciones de los particulares, en aquellos 
eventos en que ejercen funciones publicas, arts. 52 y ss. 
 
 
Un nuevo aspecto determinado en el Art. 99 de la ley, en lo relacionado con la 
reconstrucción de expedientes, situación que es inherente tenerla reglamentada 
como ahora parece. – así se evita hacer remisión a otras disposiciones. 

 
8 LOPEZ GARZON, Edgar. El nuevo proyecto de reforma al Código Disciplinario Único Guía practica del 
procedimiento Disciplinario. Librería Jurídica Sánchez R, Ltda... Primera Edición. Bogotá D.C., 1999. 
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El articulo 151, habla de la ruptura de la unidad procesal, lo cual posibilita agilizar 
las investigaciones. 
 
 
Las nuevas conductas consideradas como gravísimas en el artículo 48 de esta ley, 
no pueden ser aplicadas antes de su vigencia, es decir, seguirán vigentes las de la 
ley 200/95 que aparecen en su artículo 25. 
 
 
Según la ley 734/2002 en su artículo 224, entraría en vigencia a regir, tres (3) 
meses después de su sanción. – Significa lo anterior que, no tiene efectos 
retroactivos. – Solo puede el acusado acogerse a ella, en lo que le sea favorable. 
 
 
La ley 734/2002 desarrolla, abarca los fines del Estado Social de Derecho 
contemplados en la Constitución política. 

 
 

La ley 734/2002 recoge las inquietudes y necesidades urgentes de una nueva 
forma a este delicado tema del régimen disciplinario. De todas maneras, es 
superior a la ley 200/95 C D U. – Loable la labor de esta administración de la 
Procuraduría, que se ha preocupado por actualizar el método disciplinario. 
 
 
Esta ley busca la proporción entre la falta y la sanción a imponer. Pretende la 
transparencia del servidor público en el ejercicio de sus funciones. – Combatir la 
corrupción, especialmente en la modalidad de la contratación. 
 
 
Según el Procurador general de la Nación Doctor Edgardo José Maya Villazon, el 
nuevo código disciplinario único se constituye en una buena herramienta dentro de 
los mecanismos de lucha contra la corrupción. “Es un código que avanza 
notablemente en su estructura por que incorpora nuevos elementos para tipificar 
de una mejor manera la conducta de los funcionarios y así imponer las sanciones 
correspondientes. 

 
 

Según señalo el procurador general de la nación, en lo que se refiere a las faltas 
disciplinarias, “las normas previstas en el viejo código eran ilógicas e incluso 
risibles al momento de realizar el juicio de proporcionalidad entre el daño que 
ocasionaba el servidor publico y la sanción”. 
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De la misma manera cuando el funcionario comete la falta con base en una 
conducta que afecte el patrimonio económico del estado, se produce la muerte 
administrativa, es decir una inhabilidad permanente para acceder al cargo. 
 
 
“Esta es una de las más importantes innovaciones del código y debe hacerse 
claridad en que la Corte Constitucional ha sido enfática en afirmar que la 
inhabilidad permanente no es una pena irredimible, por cuanto se trata de una 
correspondencia que la ley hace a la sociedad, que no quiere ver en el 
desempeño de cargos públicos a gentes con manchas y sobre todo a servidores 
públicos que le han ocasionado grandes daños a la administración publica” afirmo 
Maya. 
 
 
En materia de contratación publica, la ley es explicita en señalar que la función 
publica debe prestarse con forme a los fines del Estado y, por esta razón, 
establece un estricto control frente a la regulación de los contratos de prestación 
de servicios. Así mismo, busca que no se viole el régimen de inhabilidades e 
incompatibilidades en la contratación, que no se declare la caducidad de los 
contratos, sin que se presenten las causales y que no se utilice la declaración de 
urgencia manifiesta para violar el sistema de contratación. 

 
 

Según el procurador, en materia procesal el nuevo código agiliza los 
procedimientos, reduce los términos y, sobre todo, fortalece los órganos de control 
interno de las instituciones públicas y las personerías Municipales, otorgándoles a 
estas ultimas la función de destituir funcionarios públicos. 
 
 
Lo que busca este estatuto es que, mediante el ejercicio de los poderes 
prevalentes y preferente, la administración ejerza el control de la función publica 
en forma seccional, de manera tal que la procuraduría conozca únicamente de los 
grandes procesos de corrupción y que normalmente el control sea ejercido por los 
órganos de control interno. 

 
 

Dentro de las faltas que la nueva ley califica como gravísimas, se incluyen 12 
conductas relacionadas con la protección y defensa de los derechos humanos. En 
esta categoría se ubican la violación al derecho internacional humanitario, la 
desaparición forzada, la privación ilegal de la libertad, las masacres y los demás 
delitos de lesa humanidad que cometan los servidores públicos. 
 
 
El código establece un término de prescripción de cinco años para la acción 
disciplinaria, contados, para las faltas instantáneas, desde el día de su 
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consumación y, para las de carácter permanente o continuado, desde la 
realización del último acto. Sin embargo, para algunos casos expresamente 
establecidos en el artículo 30, la prescripción puede ser de 12 años. 
 
 
“Se trata de un gran estatuto que coadyuva, en la lucha contra la corrupción. Sin 
embargo, esta lucha solamente será efectiva mediante la implementación de 
actividades integrales en el capo fiscal, penal, administrativo y en la creación de 
una ética pública, una cultura de entidad. Solamente así se podrá derrotar la 
corrupción” concluye Maya. 

 
 

La ley armoniza el Régimen disciplinario con la jurisprudencia y la doctrina 
buscando garantizar una seguridad jurídica en la aplicabilidad del proceso 
disciplinario. 
 
 
Cabe señalar como algo nuevo en la ley 734 de 2002 es la inclusión de la 
revocatoria directa. 
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8. LA FALTA DISCIPLINARIA 
 

 
8.1. CONSIDERACIONES GENERALES 
 
 
Con el objeto de salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y 
eficiencia que debe observar en el desempeño de su empleo, cargo o función el 
servidor público o el particular que desempeñe funciones públicas, el Código 
Disciplinario Único determina que éstos deben ejercer sus derechos, cumplir los 
deberes, respetar las prohibiciones y someterse al régimen de inhabilidades e 
incompatibilidades y conflictos de intereses en la Constitución Política y las leyes 
(artículo 37). 

 
 

En consecuencia, según lo determina el artículo 38 del mismo Código Disciplinario 
Único, constituye falta disciplinaria y por lo tanto da lugar a acción e imposición de 
la sanción correspondiente, el incumplimiento de los deberes, el abuso o 
extralimitación de los derechos y funciones, la incursión en prohibiciones, 
impedimentos, inhabilidades y conflictos de intereses. 
 

 
8.2. CLASIFICACION DE LAS FALTAS DISCIPLINARIAS PARA EFECTOS 

DE LA SANCION 
 
 
Para efectos de la sanción, el artículo 24 del Código clasifica las faltas 
disciplinarias en gravísimas, graves y leves9. A su vez, el artículo 25 del Código 
enumera las faltas gravísimas10, las cuales constituyen causales de mala conducta 
para los altos funcionarios del Estado, según lo dispone el artículo 26 del mismo 
Código. 

 
 

En la sentencia C-417 del 4 de Octubre de 1993, la Corte Constitucional señaló 
que: ... “las faltas disciplinarias son definidas anticipadamente y por vía general  
en la legislación y corresponden a descripciones abstractas de comportamientos 
que, sean o no delitos, enturbian, entorpecen o desvirtúan la buena marcha de la 
función pública en cualquiera de sus formas, lo que hace que las mismas 
disposiciones que las consagran estatuyan, también con carácter previo, los 
correctivos y sanciones aplicables a quienes incurran en aquellas. Según las 

 
9 Corte Constitucional, Sala Plena: Sentencia SU-637 del 21 de noviembre de 1996. M.P. Dr. Eduardo 
Cifuentes Muñoz. REFERENCIA: Expediente T-101.154. Actor: Francisco Javier Santamaría Hincapié.  
10 Corte Constitucional, Sala Plena. Sentencia C-310 del 25 de junio de 1997. M.P. Dr. Carlos Gaviria Díaz. 
Ref.: Exp. D 1515. Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 25-4, 26 inciso primero. 
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voces del artículo 124 de la Constitución, “la ley determinará la responsabilidad de 
los servidores públicos y la manera de hacerla efectiva”. 
 
 
“Con arreglo al principio plasmado en el artículo 6º de la Constitución, al paso que 
los particulares únicamente son responsables ante las autoridades por infringir la 
Constitución y las leyes, los servidores públicos lo son por las mismas causas y 
por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones. 
 
 
“Esto quiere decir que, por lo que atañe al campo disciplinario aplicables al 
servidor público – como también ocurre en el terreno penal – se es responsable 
tanto por actuar de una determinada manera no querida por el legislador  
(conducta positiva) como por dejar de hacer algo que debería hacerse según los 
mandatos de la ley (conducta negativa u omisión), siempre y cuando se 
establezca la culpabilidad del sujeto. 

 
 

Al revisar la constitucionalidad de este artículo, en la Sentencia C-037 del 5 de 
febrero de 1996, la Corte Constitucional reiteró igualmente lo expuesto en la 
Sentencia C-417 del 4 de octubre de 1993, por encontrar que en dicha norma se 
recogen las consideraciones planteadas en su jurisprudencia, razón por la cual la 
declaró exequible11. 

 
 

8.3. CARACTERISTICAS PRINCIPALES Y ELEMENTOS ESENCIALES DE 
LAS CONDUCTAS CONSTITUTIVAS DE FALTA DISCIPLINARIA Y DE 
LAS SANCIONES DISCIPLINARIAS 

 
 

El artículo 124 de la Constitución que “La ley determinará la responsabilidad de los 
servidores públicos y la manera de hacerla efectiva”. 
 
 
Por su parte, el artículo 4º del Código Disciplinario, al consagrar el principio de 
legalidad, establece que “Los Servidores públicos y los particulares que 
transitoriamente ejerzan funciones públicas sólo serán juzgados y sancionados 
disciplinariamente cuando por acción u omisión de funciones incurran en las faltas 
establecidas en la ley”.  Ello significa que las faltas disciplinarias deben estar 
previstas en la ley. 
 

 
11 Corte Constitucional, Sala Plena. Sentencia C-037 del 5 de febrero de 1996. M.P. Dr. Vladimiro Naranjo 
Mesa. Ref. P.E. 008. Revisión constitucional del proyecto de ley número 58/94 Senado y 264/95 Cámara, 
“Estatutaria de la Administración de Justicia”. 
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En la sentencia C-427 del 29 de septiembre de 1994, la Corte Constitucional 
señaló las características principales y los elementos esenciales de las conductas 
constitutivas tanto de la falta disciplinaria como de las sanciones disciplinarias, en 
los siguientes términos: 
 
 
“La naturaleza propia de las causales disciplinarias tanto en la legislación nacional 
como en la extranjera, no permite tener la causal, en manera alguna, en contravía 
de la lógica jurídica que inspira a los sistemas legales de esta clase. Pues esas 
causales, que interesan finalísimamente consideradas, a una lógica de tratamiento 
de gobierno de la función pública y del interés general, tienen en sus contenidos 
habituales elementos tales como las buenas costumbres, la moral, el mal 
comportamiento social, entre otros, en los que el poder disciplinario encuentra 
soporte a sus decisiones. Y debe distinguirse este poder sancionatorio-
disciplinario del sancionatorio-penal, pues mientras éste opera en el ámbito 
delincuencial, aquel lo hace en el administrativo. 

 
 

“Asiste razón al Ministerio Público al sostener la admisibilidad jurídica de la validez 
de tipos abiertos en las conductas constitutivas de falta disciplinaria, ante la 
imposibilidad de contar con un catálogo de conductas donde se subsuman todas 
aquellas que se alejen de los propósitos de la función pública, y por ende resulten 
sancionables. 

 
 

“Lo anterior no significa que las conductas tipificadas como falta disciplinaria, no 
puedan ser claramente reconocidas por el servidor público, quién además, al 
encontrarse en una de ellas, será juzgado conforme a la racionalidad propia de la 
causal, por la autoridad disciplinaria. Sobre este aspecto de la falta disciplinaria, y 
utilizando criterios diferenciadores con la tipicidad de la conducta criminal, se ha 
pronunciado la jurisprudencia nacional en distintas oportunidades. La Honorable 
Corte Suprema de Justicia, Sala Plena, en Sentencia de junio 5 de 1975, expresó: 

 
 

Las faltas disciplinarias, en cambio, no son diseñadas con el mismo pormenor 
(que las acciones delictuosas), y de ordinario se las señala en diversos 
ordenamientos por vía genérica, que dan margen de apreciación a quien haya de 
calificarlas, pudiendo éste, para bien de la función pública, decidir en algunas 
circunstancias si un hecho ofrece aspectos suficientemente reprensibles para 
justificar o no un correctivo disciplinario. Este proceder se aleja del principio sobre 
la legalidad de los delitos. Y  las represiones disciplinarias, además de latas e 
individualizables, según la sana crítica del juzgador, se refieren siempre a la 
situación del inculpado en calidad de funcionario, de modo que apenas la afectan 
en relación con el servidor público, o sea con la actividad que atienda 
(amonestación, anotación en la hoja de vida, multa deducible del sueldo, 



32 

 

suspensión, destitución, etc.) Obsérvese, en fin, que la represión disciplinaria es 
independiente de la penal, de modo que si el acto de un funcionario es a la vez de 
naturaleza penal y de carácter disciplinario, el sujeto infractor puede ser 
sancionado tanto por el delito como por la falta disciplinaria, con cada uno de los 
correctivos previstos en los mandatos pertinentes. 

 
 

La Constitución Política autoriza en varios de sus preceptos la potestad 
disciplinaria en tanto manifestación de la función pública (artículos a 125, 277, 
150-23 de la Constitución Política). Y de manera especial, autoriza a la ley para 
organizar un régimen disciplinario para la Fiscalia General de la Nación (artículo 
253 de la C.N.). Luego, lo primero que debe afirmarse es que el constituyente 
quiso ubicar en el legislador la facultad de regulación jurídica de esa potestad 
disciplinaria, sin condicionar de manera expresa el ejercicio de esa competencia 
legislativa. Solo en los principios, valores y contenidos programáticos del orden 
constitucional referibles a la materia, podrían encontrarse razones de 
inconstitucionalidad del precepto. 

 
 

La Constitución Política dispone que la función administrativa esté al servicio de 
los intereses generales, luego será contrario a la moral social que debe presidir los 
actos e los servidores públicos, cualquier acto contrario al interés general, 
desplegado en interés particular o por odios o rencores partidistas, religiosos o 
simplemente personales. 
 
 
El artículo 209 de la Carta, dispone que la función administrativa se desarrolle con 
fundamento en los principios de igualdad, eficacia, economía, celeridad, 
imparcialidad y publicidad, que integran una moral del funcionario y unos patrones 
objetivos de lo que son las buenas costumbres en la administración. Pero no solo 
eso preceptúa la norma, sino también la obligación de la función pública de 
acordarse a “la moralidad”, concepto jurídico que aquí no responde a ninguna 
particular exigencia confesional o subjetiva, sino, se repite, al marco ético 
conceptual, propio de la moral media o social, que contiene la Constitución; así por 
ejemplo, será contrario a esa moral, el irrespeto a la autoridad jerárquica, o las 
faltas contra la honra de las personas, o su intimidad, o un trato discriminatorio o 
vejatorio contra alguien, o la traición del interés nacional en beneficio del exterior, 
o las afrentas a la dignidad inherente a la persona humana, o los elementos 
justificativos de las inhabilidades, incompatibilidades y requisitos o calidades para 
el desempeño de la función pública. 

 
 

La jurisprudencia nacional, se ha ocupado del tema, con ocasión de la demanda 
que se formuló contra las expresiones “mal comportamiento social” del artículo 94 
del Decreto 250 de 1970; en esa oportunidad la Honorable Corte Suprema de 
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Justicia dijo: “No estimó indispensable el legislador extraordinario, por razonable 
cautela, detallar de manera exhaustiva y casuística todo comportamiento social 
que atente contra la dignidad de la justicia, sino que buscó resguardar con su 
aspecto normativo la imagen social de la justicia, según los valores de nuestra 
comunidad.   
 
 
Claro que la regulación genérica de la conducta indebida del funcionario no 
comporta la facultad de su catalogación arbitraria o caprichosa, ni revela a la 
autoridad de la obligación de ceñir sus mandatos o decisiones a los precisos 
cometidos propuestos. Advierte la Corte que al respecto se deben dejar nítidos 
algunos parámetros esenciales de interpretación de aquella parte del precepto: en 
primer lugar, anótese que cualquier mal comportamiento supone un modo de 
actuar más o menos habitual y no excepcional, ni inusitado, ni esporádico, una 
conducta relativamente frecuente o reiterada; en segundo, que por malo o 
indebido debe suscitar necesario y ostensible reproche general y no simple 
rechazo subjetivo crítico, o intolerante actitud mojigata; en tercero, que por ser 
“social”, debe provocar  una objetiva actitud de desaprobación aproximada a los 
patrones axiológicos que rigen el medio social; y en cuarto, que esa conducta 
pueda ocasionar un perjuicio a la dignidad de la justicia. A eso se contrae el 
alcance de la parte final del precepto y dentro de ese cauce la entiende la Corte 
como ajustada a la Constitución. 

 
 

Y destacó que la función pública en sus distintos elementos impone obligaciones 
genéricas al servidor público, puntualizando: 
 
 
“Todos aspectos suponen en común que quien decida asumir una función pública, 
se acoge al régimen estatuario constitucional y legal del funcionario y se somete a 
sus mandatos, siendo libre de hacerlo o de abstenerse, pero no de sustraerse de 
ellos una vez adquiera el status de funcionario público. Pues la función pública 
supone no sólo la tutela implícita a la libertad d e trabajo y de escogencia de 
actividad, de oficio o de profesión, sino también la fundamental y explícita de 
garantía de imparcialidad, decoro, dignidad, aptitud, capacidad e idoneidad de los 
funcionarios que el Estado le debe a sus gobernados. No le basta al funcionario no 
violar la Constitución y la ley como los demás ciudadanos, sino que a él se le 
exige además cumplir con los deberes asignados y tener que ceñirse a los 
mandamientos legales autorizados por la Carta, relativos a su comportamiento en 
relación con su función, de manera que si no lo hace compromete la investidura 
que ejerce y queda sometido a la jurisdicción correccional o disciplinaria 
respectiva12 

 

 
12 Corte Suprema de Justicia de agosto 12 de 1982. M.P. Dr. Manuel Gaona Cruz. 
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8.4. TITULARES DE LA FUNCION DISCIPLINARIA 
 
 

De conformidad con lo previsto en la Constitución, la Ley y la jurisprudencia 
constitucional, los siguientes órganos del Estado ejercen función disciplinaria: 
 
 
Cada entidad pública u organismo estatal, excepto de la Rama Judicial y sin 
perjuicio del poder disciplinario preferente de la Procuraduría General de la 
Nación. Para tal efecto, cada entidad pública u organismo estatal actúa a través 
de: 
 

• La unidad u oficina del más alto nivel creada para tal efecto, con el objeto de 
conocer en primera instancia de los procesos disciplinarios que se adelanten 
contra sus servidores (CDU, Art. 48) 

• Los nominadores, que conocen en segunda instancia (CDU, Art. 48) 

• El funcionario que señale el jefe de la entidad o de la dependencia regional o 
seccional, que deberá ser de igual o superior jerarquía a la del investigado 
(CDU, Art. 57) 

• El jefe inmediato del investigado, cuando la falta sea leve, en cuyo caso el 
proceso se tramita en única instancia (CDU, Art. 61) 

• El jefe de la dependencia de la seccional o regional correspondiente, cuando 
se trate de la comisión de falta calificada como grave o gravísima, en cuyo 
caso el proceso se tramita en primera instancia (CDU, Art. 61) 

 
 
Las salas Jurisdiccionales Disciplinarias del Consejo Superior de la Judicatura y 
de los Consejos Seccionales, según el caso. 
 
 
A ellas les corresponde examinar la conducta y sancionar las faltas de los 
funcionarios de la Rama Judicial, excepto de los magistrados de las altas cortes y 
del Fiscal General de la Nación y sin perjuicio del poder disciplinario preferente de 
la Procuraduría General de la Nación, conforme a lo dispuesto en el numeral 3° 
del articulo 256 de la Constitución Política, el artículo 61 del C.D.U. y el artículo 
111 de la Ley 270, Estatutaria de la Administración de Justicia. 
 
 
Los superiores jerárquicos de los empleados de la Rama Judicial a los cuales les 
corresponde examinar la conducta de éstos, sin perjuicio del poder disciplinario 
preferente de la Procuraduría General de la Nación, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 62 del Código Disciplinario Único y el artículo 115 de la Ley 270, 
Estatutaria de la Administración de Justicia. 
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Por empleados judiciales, dice la Corte Constitucional, se entiende al “personal 
subalterno o de apoyo de la Rama Judicial, que no tiene a su cargo la función de 
administrar justicia. Estos no están comprendidos dentro del ámbito de 
competencia del Consejo Superior de la Judicatura, tal como surge del 
mencionado numeral 3 del artículo 256 de la Constitución, que en modo alguno 
alude a ellos, mientras que el artículo 277, numeral 6, de la carta dispone: 
 
 
Artículo 277. – El Procurador General de la Nación, por sí o por medio de sus 
delegados y agentes, tendrá las siguientes funciones: 
 
 
Ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñen 
funciones públicas, inclusive las de elección popular; ejercer preferentemente el 
poder disciplinario; adelantar las investigaciones correspondientes e imponer las 
respectivas sanciones conforme a la ley (62). 
 
La Procuraduría General de la Nación. Ejerce la función disciplinaria de manera 
ordinaria o de manera preferente, respecto de todas las personas  que 
desempeñen funciones públicas, inclusive las de elección popular, salvo las que 
tienen fuero especial, según lo previsto en el numeral 6° del artículo 277 de la 
Constitución Política y en los artículos 2°, 3°, 61, 62 y 65 del Código Disciplinario 
Único, y conforme a las competencias establecidas en la Ley 201 sancionada en 
1995. 
 
 
Sobre el alcance de la facultad, en la Sentencia C-417 del 4 de Octubre de 1993, 
la Corte Constitucional, indicó: 
 
 
“La Constitución Política de 1991 no concentra la función disciplinaria en cabeza 
de un organismo único, aunque establece una cláusula general de competencia en 
la materia a cargo de la Procuraduría General de la Nación. A ésta encomienda la 
atribución de ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes 
desempeñen funciones públicas, inclusive las de elección popular; ejercer 
preferentemente el poder disciplinario; adelantar las investigaciones 
correspondientes e imponer las respectivas sanciones conforme a la ley (Artículo 
277, numeral 6° (C.N.) 
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9. LA ACCION DISCIPLINARIA 

 
 

9.1. NATURALEZA 
 
 
Analizada la naturaleza de la función disciplinaria, la acción puede ser de carácter 
administrativo o de carácter jurisdiccional, según la corporación, entidad o 
funcionario ante la que se ejerza. 
 
 
La acción disciplinaria es pública, y se inicia y adelanta de oficio, por información 
proveniente de servidor público, de queja formulada por cualquier persona o por 
cualquier otro medio siempre y cuando éste amerite credibilidad. Así mismo, es 
procedente aunque el servidor público haya cesado en sus funciones. 
 
 
El servidor público el enterarse de la ocurrencia de un hecho que constituya falta 
disciplinaria está en la obligación de ponerlo en conocimiento del funcionario 
competente suministrando toda la información y pruebas que tenga. Por el 
contrario, el servidor público no está obligado a formular queja contra sí mismo o 
contra su cónyuge, compañero permanente o pariente dentro del cuarto grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, ni por hechos que haya 
conocido por causa o con ocasión del ejercicio de actividades que le impongan 
legalmente el secreto profesional. 
 
 
Además, si los hechos materia de la investigación disciplinaria pueden constituir 
delitos perseguidles de oficio, deben ser puestos en conocimiento de la autoridad 
competente remitiéndole los elementos probatorios que correspondan, tan pronto 
como de la prueba recaudada pueda fundadamente llegarse a esta conclusión. 

 
 

En ejercicio del poder prevalerte que tiene la Procuraduría General de la Nación, 
ésta, en cualquier momento, previa decisión motivada e funcionario competente 
puede asumir la investigación disciplinaria que haya iniciado cualquier organismo, 
en cuyo caso el competente debe suspenderla y ponerla a su disposición, dejando 
constancia de ello en el expediente y dando información al jefe de la entidad. Igual 
trámite debe observarse, cuando sea la Procuraduría la que determine remitir el 
trámite al control disciplinario interno de los organismos o entidades. En igual 
sentido, los personeros distritales o municipales tienen frente a la administración 
distrital o municipal competencia preferente. 
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9.2. PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN DISCIPLINARIA 
 
 
De conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 34 del Código 
Disciplinario Único, la acción disciplinaria prescribe en el término de cinco (5) 
años, contados a partir del día de la consumación del hecho, cuando se trata de 
faltas instantáneas, o desde la realización del último acto, en caso de faltas 
permanentes o continuadas.  

 
 

En la sentencia C-244 del 30 de Mayo de 1996, la Corte Constitucional definió el 
objeto de la prescripción de la acción disciplinaria en los siguientes términos: 
“La prescripción de la acción es un instituto jurídico liberador, en virtud del cual por 
el transcurso del tiempo se extingue la acción o cesa el derecho del Estado a 
imponer una sanción. 
 
 
“Este fenómeno tiene operancia en materia disciplinaria, cuando la Administración 
o la Procuraduría General de la Nación, dejan vencer el plazo señalado por el 
legislador, -5 años- sin haber adelantado y concluido el proceso respectivo, con 
decisión de mérito. El vencimiento de dicho lapso implica para dichas entidades la 
pérdida de la potestad de imponer sanciones, es decir, que una vez cumplido 
dicho período sin que se haya dictado y ejecutoriado la providencia que le ponga 
fin a la actuación disciplinaria, no se podrá ejercitar la acción disciplinaria en 
contra del beneficiado con la prescripción. 
 
 
“El fin esencial de la prescripción de la acción disciplinaria, está íntimamente 
ligado con el derecho que tiene el procesado a que se le defina su situación 
jurídica, pues no puede el servidor público quedar sujeto indefinidamente a una 
imputación. Si la acción disciplinaria tiene como objetivo resguardar el buen 
nombre de la administración pública, su eficiencia y moralidad, es obvio que ésta 
debe apresurarse a cumplir con su misión de sancionar a los infractos del régimen 
disciplinario, pues de no hacerlo incumpliría una de sus tareas y, obviamente, 
desvirtuaría el poder corrector que tiene sobre los servidores estatales. “La 
defensa social no se ejerce dejando los procesos en suspenso, sino 
resolviéndolos… Si el proceso no se resuelve, no será por obra del infractor, sino, 
ordinariamente, por obra de la despreocupación o de la insolvencia técnica de los 
encargados de juzgar”13. 

 
 

 
13 Corte Constitucional, Sala plena: Sentencia C-244 del 30 de Mayo de 1996, M.P.  Dr. Carlos Gaviria Díaz. 
Referencia; expediente Nº D-0058. Demanda de inconstitucionalidad contra el inciso 2º, del artículo 2º, del 
artículo 6º, parágrafo 1º, del artículo 34 inciso 3º parcial del artículo 61, numeral 1º parcial del artículo 66 y 
artículo 135 parcial de la ley 200 de 1995, Código Disciplinario Único.  Demandante: Marcela Adriana Gómez. 



38 

 

9.3. IMPOSIBILIDAD LEGAL DE PRORROGAR EL TÉRMINO DE 
PRESCRIPCION DE LA ACCION DISCIPLINARIA 

 
 

El Parágrafo 1º del artículo 34 del Código Disciplinario Único estableció que 
cuando la prescripción de la acción disciplinaria ocurriera una vez notificado en 
forma legal el fallo de primera instancia, el término prescriptivo se prorrogaría por 
seis (6) meses más. 

 
 

Al analizar la constitucionalidad de esta disposición, la Corte Constitucional 
señaló: 
 
 
“En esta disposición se consagra que cuando la prescripción ocurra una vez 
notificado en legal forma el fallo de primera instancia el término prescriptivo se 
prorroga por seis (6) meses más, lo cual es considerado por la demandante como 
inconstitucional, al lesionar el artículo 29 de la Carta, precepto que ordena 
adelantar al proceso sin dilaciones injustificadas, pues el procesado no tiene por 
qué asumir la inercia del Estado. 
 
 
Para efectos del análisis del precepto impugnado es indispensable tener en cuenta 
que, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso primero del mismo artículo, el 
término de prescripción de la acción disciplinaria es de cinco (5) años, contados a 
partir del día de la consumación del hecho, cuando se trata de faltas instantáneas, 
o desde la realización del último acto, en caso de faltas permanentes o 
continuadas. 

 
 

El término de cinco años fijado por el legislador, en el inciso primero del artículo 34 
de la Ley 200 de 1995, para la prescripción de la acción disciplinaria, fue 
considerado por éste como suficiente para que se iniciara por parte de la entidad a 
la cual presta sus servicios el empleado ola Procuraduría General de la Nación la 
investigación, y se adoptara la decisión pertinente, mediante providencia que 
ponga fin al proceso. 
 
 
Así las cosas, no encuentra la Corte justificación razonable para que se extienda 
dicho término de prescripción, más allá de los cinco años señalados, para los 
casos en que se haya notificado fallo de primera instancia, como se hace en el 
parágrafo 1° objeto de demanda, disposición que configura  una clara violación de 
los artículos 29 y 13 de la Constitución, como se verá enseguida. 
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Según el parágrafo demandado, si el fallo de primera instancia se ha notificado al 
procesado, el término prescriptivo se prorroga por 6 meses más, lo cual quiere 
decir, que si a un empleado estatal a quien se le ha iniciado investigación 
disciplinaria en la que se ha dictado providencia de primera instancia, la cual le ha 
sido notificada, el lapso de prescripción de la acción será de cinco (5) años y seis 
meses, mientras que para los demás empleados, esto es, a quienes no se les 
haya notificado la providencia de primera instancia, el término prescriptivo es tan 
solo de cinco (5) años. 

 
 

Discriminación contraria al estatuto máximo, pues si el estado no ejercita el 
derecho que tiene de adelantar y fallar la investigación disciplinaria en el tiempo 
fijado por el legislador, ya sea por desinterés, desidia o negligencia no puede el 
empleado público sufrir las consecuencias que de tales hechos se derivan, sino la 
misma administración por incapacidad o ineficiencia. 
 
 
Es que si el estado no ejercita su potestad disciplinaria dentro del término 
quincenal señalado por el legislador, no puede después, invocando su propia 
ineficacia, desinterés o negligencia, ampliar dicho lapso descriptivo sin violar el 
derecho del infractor, de exigir una pronta definición de su conducta. Es que la 
potestad sancionatoria no puede quedar indefinidamente abierta, hasta cuando la 
autoridad respectiva la quiera ejercer de ahí que el legislador haya establecido un 
límite en el tiempo -5 años-. 

 
 

Y como si esto fuera poco, el término para fallar también se amplia pues el fallador 
de segunda instancia entre cualquier proceso disciplinario cuenta con cuarenta 
(40) días para proferir su decisión, mientras que en el caso que es objeto de 
demanda, pueda hacerlo dentro del termino de seis (6) meses, creando una 
desigualdad injusta e irrazonable en contra del infractor. 
 
 
Con fundamento en lo expuesto, la Corte declaro inexequible el parágrafo 1° del 
artículo 34 de la Ley 200 de1995 por infringir los artículos 29 y 13 de la 
Constitución.  

 
 

9.4. REGIMEN SANCIONATORIO 
 
 

Son diversas las condiciones que establece el Art. 58 de la ley 80, como 
consecuencia de las acciones u omisiones que se imputen a los particulares en 
relación con su actuación contractual, mencionaremos las referentes a ellos: 
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En caso de declaratoria de responsabilidad civil, al pago de las indemnizaciones 
en la forma y cuantía que determine la autoridad judicial competente. 
 
 
En caso de declaratoria de responsabilidad civil o penal y sin perjuicio de las 
sanciones disciplinarias, los servidores públicos quedaran, inhabilitados para 
ejercer cargos públicos y para proponer y celebrar contratos con las entidades 
estatales por diez años contados a partir de la fecha de ejecutoria de la respectiva 
declarados responsables civil o penalmente. 
 
 
En los casos en que se hubiere proferido medida de aseguramiento en firme, o 
elevado pliego de cargos, la autoridad competente podrá, con el propósito de 
salvaguardar la recta administración pública suspender provisionalmente al 
servidor público imputado o sindicado hasta por el término de duración de la 
medida de aseguramiento o de la investigación disciplinaria. 
 
 
En el evento en que se hubiere proferido medida de aseguramiento en firme a un 
particular, por acciones u omisiones que se le imputen en relación con su 
actuación contractual se informará de tal circunstancia a la respectiva cámara de 
comercio que procederá de inmediato o inscribir dicha medida en el registro de 
proponentes. 
 
 
El jefe o representante legal de la entidad estatal que incumpla esta obligación, 
incurrirá en causal de mala conducta. 
 
 
En el evento en que se hubiere proferido medida de aseguramiento en firme, al 
representante legal de una personería jurídica de derecho privado, como 
consecuencias de hechos u omisiones que se le imputen en relación con su 
actuación contractual, aquella quedará inhabilitada para proponer y celebrar 
contratos con las entidades estatales por todo el término de duración de la medida 
de aseguramiento. Si se profiere sentencia condenatoria contra dicho 
representante legal, la persona jurídica quedará inhabilitada para proponer y 
celebrar contratos con las entidades estatales por diez años contados a partir de la  
fecha de ejecutoria de dicha sentencia. A igual sanción estará sometida la persona 
jurídica declarada civilmente responsable por razón de hechos u omisiones que se 
le imputen en relación con su actuación contractual. 
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9.5. SANCIÓN DISCIPLINARIA 
 
 

La sanción disciplinaria es la consecuencia que se deriva de la comisión de una 
falta disciplinaria dentro del territorio o fuera de él, la cual debe estar prevista 
previamente en la ley, debe ser proporcional al hecho o conducta que se juzga 
disciplinariamente y debe aplicarse de acuerdo con el grado de culpabilidad del 
sujeto disciplinado. 
 
 
Así, el destinatario de la ley disciplinaria que cometa una falta disciplinaria o 
determine a otro a cometerla, incurre en la sanción prevista para ella. 
 
 
La sanción disciplinaria cumple esencialmente los fines de prevención y de 
garantía de la buena marcha de la gestión pública. 

 
 

9.5.1. Grados De La Sanción 
 
 
 

9.5.1.1.  Tipicidad 
 
 

Así como las faltas disciplinarias deben ser definidas anticipadamente y por vía 
general en la legislación, y corresponden a descripciones abstractas de 
comportamientos que, sean o no delitos, enturbian, entorpecen o desvirtúan la 
buena marcha de la función pública en cualquiera de sus formas, las mismas 
disposiciones que las consagran, también deben estatuir, con carácter previo, los 
correctivos y las sanciones aplicables a quienes incurran en aquéllas, pues así lo 
manda el artículo 124 de la Constitución, cuando establece que “la ley determinará 
la responsabilidad de los servidores públicos y la manera de hacerla efectiva”14. 
 
 
Justamente, el artículo 4° del Código Disciplinario, al consagrar el principio de 
legalidad, establece que “Los servidores públicos y los particulares que 
transitoriamente ejerzan funciones públicas sólo serán juzgados y sancionados 
disciplinariamente cuando por acción u omisión de funciones incurran en las faltas 
establecidas en la Ley”. 
 
 

 
14 Corte Constitucional, Sala Plena: Sentencia N° C-427 del 29 de septiembre de 1994. M.P. Dr. Fabio Díaz. 
Acción de inconstitucionalidad. 
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En la Sentencia C-280 del 25 de junio de 1996, la Corte se refirió a la tipicidad de 
las faltas y sanciones disciplinarias. 
 
 
9.5.1.2.  Proporcionalidad 
 
 
De conformidad con la Constitución, la sanción disciplinaria además de estar 
contenida en la ley, debe ser proporcional al hecho o conducta que se juzga 
disciplinariamente. 
 
 
9.5.1.3.  Gravedad o mayor entidad en caso de concurso de faltas 
 
 
El que con una o varias acciones u omisiones infrinja varias disposiciones de la ley 
disciplinaria o varias veces la misma disposición, queda sometido a la que 
establezca la sanción más grave o en su defecto, a una de mayor entidad. 
 
 
9.5.1.4. Prescriptibilidad de su ejecución 
 
 
La ejecución de la sanción disciplinaria prescribe en un término de dos (2) años, 
contados a partir de la ejecución del fallo. 
 
 
9.6. CLASIFICACIÓN 

 
 

Según el Código Disciplinario, las sanciones se clasifican en principales y 
accesorias. 

 
 

9.6.1. Sanciones Principales 
 
 

Con fundamento en lo previsto en el artículo 29 del Código Disciplinario, son 
sanciones principales: 

 
 

• La amonestación escrita. 
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• La multa con destino a la entidad correspondiente, hasta por el equivalente 
de noventa (90) días de salario devengado en el momento de la comisión de 
la falta. 

• La suspensión de funciones sin remuneración hasta por noventa (90) días, 
para quienes se encuentren vinculados al servicio. 

• La destitución de un cargo de libre nombramiento o remoción para el cual 
haya sido comisionado un servidor de carrera, o que se desempeñe por 
encargo, implica la pérdida del empleo de carrera del cual es titular y la 
pérdida de los derechos inherente a ésta. 

• La suspensión del contrato de trabajo, hasta por noventa días. 

• La terminación del contrato de trabajo. 

• La remoción. 

• La desvinculación del cargo de conformidad con lo previsto en el numeral 1° 
del artículo 278 de la Constitución Política. 

• La pérdida de la investidura para los miembros de las corporaciones 
públicas, de conformidad con las normas de la Constitución y la ley que la 
regule. 

• Las demás sanciones que se establezcan en regimenes disciplinarios 
especiales aplicables a la fuerza pública. 

 
 
9.6.2. Sanciones Accesorias 
 
 
Conforme a lo previsto en el artículo 30 del Código Disciplinario, son sanciones 
accesorias las siguientes: 
 
 

• Las inhabilidades para  ejercer funciones públicas en la forma y términos 
consagradas en la ley 190 de 1995. 

 
En aquellos casos en que la conducta haya originado sanción penal la inhabilidad 
procede siempre y cuando no hubiere sido impuesta en el respectivo proceso, 
igualmente como consecuencia de faltas graves o gravísimas. 
 
En los casos en que la sanción principal comporte inhabilidad, en el mismo fallo se 
debe determinar el tiempo durante el cual el servidor público sancionado queda 
inhabilitado para ejercer cargos públicos. En firme la decisión, tiene efectos 
inmediatos. 
 
Cuando el servidor sancionado presta servicios en otra entidad oficial, debe 
comunicarse al representante legal de ésta para que proceda a hacer efectiva la 
inhabilidad. 
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La devolución, la restitución o la reparación, según el caso, del bien afectado con 
la conducta constitutiva de falta, siempre que ellas no se hayan cumplido en el 
proceso penal, cuando la conducta haya originado las dos acciones. 
La exclusión de la carrera. 
 
 
De conformidad con lo previsto en el inciso final del artículo 29 del Código 
Disciplinario, para la selección o graduación de las sanciones se debe tener en 
cuenta la gravedad de la falta, el resarcimiento del perjuicio causado, así fuera en 
forma parcial, la situación económica del sancionado y el estipendio diario 
derivado de su trabajo y las demás circunstancias que indique su posibilidad de 
pagarla. 
 
 
Las faltas leves dan lugar a la aplicación de las sanciones de amonestación escrita 
con anotación en la hoja de vida o multa hasta de diez días de salario devengado 
en el momento de cometer la falta. 
 
 
Las faltas graves se sancionan con multa entre once (11) y noventa (90) días de 
salario devengado al tiempo de cometerlas, suspensión en el cargo hasta por el 
mismo término o suspensión del contrato de trabajo hasta por tres (3) meses, 
teniendo en cuenta los criterios señalados en el artículo 27 del Código Disciplinario 
(CDU, Art. 32, inciso segundo). 
 
 
Las faltas gravísimas son sancionadas con la terminación del contrato de trabajo, 
la destitución, la desvinculación, la remoción o la pérdida de la investidura (CDU, 
Art. 32, inciso tercero). 
 
 
Cuando la sanción no pueda cumplirse porque el infractor esté retirado del 
servicio, debe anotarse en su hoja de vida y si se trata de multas, deben 
compulsarse copias de lo pertinente a los funcionarios de ejecuciones fiscales 
correspondientes (CDU, Art. 53). 
 
 
9.7. EL PODER DISCIPLINARIO DEL MINISTERIO PÚBLICO Y LA 

FACULTAD DE IMPONER SANCIONES 
 
 
Los artículos 28 a 32 del Código Disciplinario se ocupan de establecer las 
sanciones disciplinarias a las que estarán sometidos los servidores públicos. 
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A su vez, el artículo 93 señala que en el fallo que profiera el titular de la función 
disciplinaria, se impondrán las consecuencias sanciones, señalando en forma 
separada las principales de las accesorias, previo análisis de los criterios 
utilizados para determinar la naturaleza de las faltas probadas, su gravedad o 
levedad. 
 
 
Por su parte, el artículo 33 del mismo Código establece que toda sanción 
disciplinaria impuesta a un servidor público deberá ser registrada en la 
Procuraduría General de la Nación para que pueda ser consultada por cualquier 
entidad del Estado. 
 
 
Así mismo, los artículos 94 y 95 del mismo Código, se ocupan de señalar a quién 
corresponde hacer efectiva la sanción, esto es, ejecutar la sanción impuesta. En 
efecto, rezan así las citadas disposiciones: 
 
“Artículo 94. Ejecución de la sanción. La sanción impuesta la hará efectiva: 
El presidente de la República respecto de los gobernadores y el Alcalde del 
Distrito Capital. 
 
 
Los gobernadores respecto de los demás alcaldes. 
 
 
El nominador, respecto de los servidores públicos de libre nombramiento o 
remoción y de carrera. 
 
 
Los presidentes de las corporaciones de elección popular o quienes hagan sus 
veces respecto de los miembros de las mismas y de los servidores públicos 
elegidos por ellas.  
 
El representante legal de la entidad, los presidentes de las corporaciones, juntas o 
consejos o quienes hagan sus veces o quienes hayan contratado respecto de los 
trabajadores oficiales. 
 
 
Los presidentes de las entidades y organismos descentralizados o sus 
representantes legales respecto de los miembros de las juntas o consejos 
directivos”. 
 
 
En los casos en que el nominador sea corporativo, la sanción la ejecutará el 
Presidente de la Corporación o quien haga sus veces. 
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Quien deba ejecutar la sanción tomará las previsiones o comenzará los trámites 
conforme a la ley, dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha en que reciba 
la comunicación sobre imposición de aquella, para llenar la vacante en forma 
transitoria o definitiva. 
 
 
Parágrafo transitorio. Mientras se expide la ley a que se refiere el inciso 2° del 
artículo 303 de la Constitución, las faltas absolutas o temporales de los 
Gobernadores como consecuencia de las sanciones impuestas por la 
Procuraduría general de la Nación, se llenarán de conformidad con lo previsto 
para los Alcaldes en la Ley 136 de 1994. 
 
 
Artículo 95. Cumplimiento del fallo. En los fallos que profieran la Procuraduría 
General de la Nación y los Personeros en los asuntos de su competencia se 
ordenará comunicar la sanción correspondiente al funcionario competente para 
que en el término de diez (10) días, contados a partir de la fecha de su recibo, 
proceda a su ejecución. El funcionario a su vez deberá comunicar de inmediato a 
la Procuraduría General de la Nación la previa anotación en la hoja de vida del 
sancionado aún en el caso de que éste ya no este vinculado a la entidad. 
Si la sanción consistiera en multa y no pudiere hacerse efectiva el nominador 
remitirá los documentos al juez de ejecuciones fiscales correspondiente o a quien 
haga sus veces, para lo de su cargo e informará de este hecho a la Procuraduría 
General de la Nación. 
 
 
Las sanciones que imponga la administración serán comunicadas dentro de los 
diez (10) días siguientes a la Procuraduría General de la Nación para efectos de la 
anotación respectiva. 
 
 
Significa que la sanción debe ser impuesta por el titular de la función disciplinaria 
en el fallo mediante el cual se determine la responsabilidad disciplinaria, cuando 
haya lugar a ella, en tanto que su ejecución, corresponde a los funcionarios o 
entidades competentes descritos en los artículos 94 y 95 del Código Único 
Disciplinario. 
 
 
Esta forma de proceder varía sustancialmente el sistema previsto en la legislación 
anterior, en virtud del cual, el titular de la función disciplinaria, una vez deducía la 
consecuente responsabilidad disciplinaria, tan sólo tenia competencia para 
solicitar tanto la imposición de una sanción como su ejecución. 
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Aunque las normas anteriores no han sido objeto de revisión constitucional, la 
Corte Constitucional ya se ha pronunciado sobre  este aspecto, al estudiar la 
constitucionalidad del artículo 104 de la Ley 136 de 199415. 
 
 
 

 
15 Corte Constitucional, Sala Plena: Sentencia N° C-229 del 25 de mayo de 1995. M.P. Dr. Alejandro Martínez 
Caballero. ref.: Proceso D-706: Acción pública de inconstitucionalidad contra el numeral segundo del artículo 
104 de la Ley 136 de 1994, “por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y 
funcionamiento de los municipios”. Actor: Maria Florángela Izquierdo. 



48 

 

10. CONCLUSIONES 
 

 
La ley 734, es una herramienta jurídica contundente que busca la proporción entre 
la falta y la sanción a imponer. Pretende la transparencia del servidor público en el 
ejercicio de sus funciones. Combatir la impunidad, corrupción, especialmente en la 
modalidad de la contratación; y su gran objetivo, el beneficio de la sociedad, 
además el derecho disciplinario es una rama esencial al funcionamiento del 
Estado enderezado a regular el comportamiento disciplinario de su personal, 
fijando los deberes, las obligaciones y los procedimientos para aplicarlas.  
 
 
El derecho disciplinario está integrado por todas aquellas normas mediante las 
cuales se exige a los servidores públicos un determinado comportamiento en el 
ejercicio de sus funciones, independientemente de cuál sea el órgano o la rama a 
la que pertenezcan, ello hace parte de las condiciones mínimas inherentes a la 
actividad oficial, que resultan imprescindibles para la eficiente atención de los 
asuntos a cargo del Estado, motivo por el cual su mantenimiento, merced a un 
ordenamiento jurídico especial de reglas y sanciones, no solamente constituye 
derecho sino que es ante todo deber del Estado. 
 
 
El derecho disciplinario es, pues, consustancial a la organización política y tiene 
lugar preferente dentro del conjunto de las instituciones jurídicas. 
 
 
El derecho disciplinario se acerca íntimamente a las previsiones del derecho 
penal, siéndole aplicables muchos de los principios que orientan y guían esta 
disciplina del derecho.  
   
 
Este derecho está compuesto por un conjunto de normas y principios jurídicos que 
permiten imponer sanciones a los servidores públicos cuando éstos violan sus 
deberes, obligaciones o incurren en vulneración de las prohibiciones e 
incompatibilidades que para ellos ha establecido la ley. 
 
Este tipo de responsabilidad ha dado lugar a la formación de una rama del 
derecho administrativo llamada “derecho administrativo disciplinario”. Un amplio 
sector de la doctrina, si bien admite la diferenciación entre la responsabilidad civil, 
penal y disciplinaria, encuentra que la sanción disciplinaria debe sujetarse a los 
principios y garantías propias del derecho penal. Según esta interpretación, el 
derecho disciplinario es una modalidad del derecho penal, y en su aplicación 
deben observarse las mismas garantías y los mismos principios que informan el 
derecho penal. La naturaleza esencialmente sancionatoria de ambos derechos 
hace que las garantías del derecho más general (el penal) sean aplicables 
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también a ese otro derecho, más especializado pero igualmente sancionatorio, 
que es el derecho disciplinario. 

   

  
Aunque en el derecho disciplinario y penal existen algunas diferencias derivadas 
fundamentalmente de los intereses que pretende proteger cada disciplina, así las 
cosas, cuando se adelanta un proceso disciplinario y uno penal contra una misma 
persona, por unos mismos hechos, no se puede afirmar válidamente que exista 
identidad de objeto ni identidad de causa, pues la finalidad de cada uno de tales 
procesos es distinta, los bienes jurídicamente tutelados también son diferentes, al 
igual que el interés jurídico que se protege.  
 
 
En efecto, en cada uno de esos procesos se evalúa la conducta del implicado 
frente a unas normas de contenido y alcance propios. En el proceso disciplinario 
contra servidores estatales se juzga el comportamiento de éstos frente a normas 
administrativas de carácter ético destinadas a proteger la eficiencia, eficacia y 
moralidad de la administración pública; en el proceso penal las normas buscan 
preservar bienes sociales más amplios. 
   
 
Si bien es cierto que entre la acción penal y la disciplinaria existen ciertas 
similitudes puesto que las dos emanan de la potestad punitiva del Estado, se 
originan en la violación de normas que consagran conductas ilegales, buscan 
determinar la responsabilidad del imputado y demostrada ésta imponer la sanción 
respectiva, siguiendo los procedimientos previamente establecidos por el 
legislador, no es menos cierto que ellas no se identifican, ya que la acción 
disciplinaria se produce dentro de la relación de subordinación que existe entre el 
funcionario y la administración en el ámbito de la función pública y se origina en el 
incumplimiento de un deber o de una prohibición, la omisión o extralimitación en el 
ejercicio de las funciones, la violación del régimen de inhabilidades, 
incompatibilidades, etc., y su finalidad es la de garantizar el buen funcionamiento, 
moralidad y prestigio del organismo público respectivo.  
 
 
Dichas sanciones son impuestas por la autoridad administrativa competente o por 
la Procuraduría General de la Nación, ente que tiene a su cargo la vigilancia de la 
conducta oficial de los servidores estatales. 
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